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INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA, RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DE LAS RESOLUCIONES 267 (E-V), 268 (XII) y 290 (VII) DE LA CONFERENCIA GENERAL DE OPANAL QUE ENMIENDAN EL "TRATADO PARA LA PROSCRIPCION DE LAS ARMAS NUCLEARES EN LA AMERICA LATINA".





HONORABLE CAMARA:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto de acuerdo., en primer trámite constitucional, aprobatorio de las resoluciones 267 (E-V), 268 (XII) y 290 (VII), adoptadas por la Conferencia General del Organismo para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina,, con el objeto de enmendar la denominación legal del Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y sus artículos 7, 14, 15, 16, 19, 20 y 25.





Para el despacho de esta iniciativa, S.E. el Presidente de la República ha hecho presente la "simple" urgencia. E1 plazo constitucional que la H. Cámara tiene para terminar su discusión y votación vencerá el 30 de septiembre en curso, conforme lo dispuesto por los artículos 26 y 27 de la ley N°18.918, en concordancia con lo establecido en el artículo 71 de la Constitución Política.








I.� ANTECEDENTES GENERALES.





1.- E1 "Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina", citado generalmente como "Tratado de Tlatelolco", firmado el 14 de febrero de 1967, en Tlatelolco, distrito de la Ciudad de México, es el primer tratado que estableció una zona libre de armas nucleares en una región poblada del planeta. Además, fue el primero en regular un sistema de control internacional de las armas nucleares y un órgano permanente de supervisión, denominado "Organismo para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina" o "el Organismo", más conocido por su sigla "OPANAL".





En su preámbulo se establecen los objetivos políticos y funciones de seguridad que se persiguen con el Tratado. En síntesis, pretende representar una contribución al desarme general enmarcado en la labor de las Naciones Unidas; asegurar la no proliferación de las armas nucleares mediante la autolimitación de los Estados en uso de sus derechos soberanos; garantizar el uso de la energía nuclear exclusivamente para fines pacíficos e impedir una carrera armamentista nuclear a nivel regional.





Para alcanzar tales objetivos, las Partes Contratantes; es decir, los Gobiernos de los Estados para los cuales el tratado esté en vigor, contraen las obligaciones básicas que indica el artículo 1. En virtud de ellas, se comprometen, primero, a utilizar exclusivamente con fines pacíficos el material y las instalaciones nucleares sometidas a su jurisdicción, y, segundo, a prohibir e impedir en sus respectivos territorios la presencia de armas nucleares con cualquier fin y bajo cualquier circunstancia.





Asimismo, se comprometen a abstenerse de realizar, fomentar o autorizar, directa o indirectamente, o participar de cualquier forma en el ensayo, utilización, fabricación, producción, posesión o control de cualquier arma nuclear.





2.- La zona de aplicación del Tratado, conforme a su artículo 4, es la suma de los territorios de los Estados para los cuales este instrumento esté en vigor.





A1 1 de abril de 1993, el Tratado regía para veintitrés países latinoamericanos y del Caribe: Bahamas, Barbados, Bolivia, Colombia, Costa Rica, República Dominicana, Ecuador, Grenada, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, Estados Unidos Mexicanos, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, E1 Salvador, San Vicente y las Granadinas, Surinam, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela.





Brasil y Chile han ratificado el Tratado de Tlatelolco, pero ambos países lo han hecho bajo una condición suspensiva consistente en que para ellos no regirá mientras no se cumplan los requisitos de su artículo 28; es decir, en tanto no haya sido ratificado por todos los Estados a los cuales el Tratado y sus Protocolos les sean aplicables, y se celebren los acuerdos de salvaguardias con el Organismo Internacional de Energía Atómica (O.I.E.A.).





En nuestro país, el Tratado de Tlatelolco fue aprobado por el decreto ley N° 665, de 1974, y promulgado por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores N° 709, de 1974.





Argentina suscribió este instrumento, pero no lo ha ratificado. A1 firmar, expresó satisfacción por las cláusulas que preservan el desarrollo pacífico de la energía nuclear; entre ellas las del artículo 18 que reconocen el derecho de las Partes Contratantes a realizar, por sus propios medios o en asociación con terceros, explosiones u dispositivos nucleares con fines pacíficos, inclusive explosiones que presupongan artefactos similares a los empleados en el armamento nuclear.





Cuba no ha suscrito el Tratado de Tlatelolco, según lo indica el informe del Consejo de OPANAL a la Conferencia General celebrada en mayo de 1993, pero ha declarado oficialmente que tan pronto Argentina y Brasil estén incorporados al Tratado de Tlatelolco, Cuba se integrará al Sistema de Tlatelolco.





Bélice ha firmado el Tratado pero tiene pendiente su ratificación; San Cristóbal y Nevis es el único Estado que hasta el momento no ha aceptado la invitación que se le ha formulado para hacerse parte del Tratado de Tlatelolco.





E1 Protocolo Adicional I, que se refiere a la aplicación del Tratado a los territorios de la Región Latinoamericana por los cuales tienen responsabilidad de jure o de facto Estados que no pertenecen a la Región, ha sido ratificado por Estados Unidos de América, Francia, los Países Bajos, el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la ex Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS).





Cabe hacer notar que los Gobiernos de los Estados Unidos de América, del Reino Unido y de la URSS consignaron sendas declaraciones interpretativas donde hacen constar que consideran que la realización de explosiones por las Partes Contratantes, aunque se hagan con fines pacíficos, son incompatibles con el Tratado de Tlatelolco.





Por último, en virtud del Protocolo Adicional II, los Estados poseedores de armas nucleares se comprometen a respetar plenamente el "estatuto de desnuclearización para fines bélicos de la América Latina" y a no emplear armas nucleares ni amenazar con su empleo contra las Partes Contratantes. Ya en 1979, los cinco Estados poseedores de armas nucleares se habían adherido al Protocolo.





3.- Informes proporcionados por el Ministerio de Relaciones Exteriores señalan que con motivo del 25° Aniversario de la firma del Tratado de Tlatelolco el Presidente de la República envió un mensaje al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Excmo. señor Carlos Salinas de Gortari, en el que, después de hacer notar las auspiciosas circunstancias que se presentan para poner en vigencia el Tratado de Tlatelolco en todos los Estados interesados, manifiesta que "Chile renueva su vocación de paz y de firme voluntad de contribuir a la puesta en vigor del Tratado en la totalidad de su área geográfica de aplicación".





Los representantes de Argentina y Brasil, a su vez, emitieron en esa ocasión una declaración conjunta en la que anunciaron, en lo sustancial, que ambos países se encontraban tomando medidas efectivas para someter a la consideración de OPANAL algunas enmiendas al Tratado de Tlatelolco, de naturaleza eminentemente técnicas y que en nada afectarían a sus principios y objetivos.





Más tarde, durante e1 VII Período de Sesiones Extraordinarias de la Conferencia General de OPANAL, que se llevó a cabo el 26 de agosto de 1992., Argentina, Brasil y Chile hicieron una declaración comprometiéndose a dispensar los requisitos del artículo 28, párrafo 1, del Tratado, tan pronto como los tres países hubieren completado los procedimientos de aprobación legislativa del texto en su forma enmendada.





Entre el 19 y 20 de marzo de 1992, se reunieron en Santiago, expertos de los tres países con el fin de afinar el proyecto común de modificaciones que reemplaza el doble sistema de revisión y control del cumplimiento del Tratado a cargo de OPANAL y el OIEA, por otro en el que se utiliza la experiencia, el conocimiento, los medios y los especialistas que posee el OIEA.





E1 22 de marzo de 1992, en reunión efectuada en Río de Janeiro, México se adhiere a ese pro�yecto de enmiendas, que la Conferencia General de OPANAL aprueba en su resolución 290 (VII), sometida a vuestra consideración por el proyecto de acuerdo en informe.





En esa ocasión se leyó una declaración en la que las Delegaciones de Argentina, Brasil y Chile expresan:





"Nuestro compromiso político .es contribuir a la plena vigencia del Tratado de Tlatelolco en toda la América Latina y el Caribe.





Por lo tanto, Brasil, Chile y Argentina nos comprometemos a iniciar con prontitud el trámite constitucional conducente a la ratificación y entrada en vigor del Tratado enmendado. Confiamos en que los demás países de la región y de las Partes en los Protocolos I y II asumirán idéntica actitud.”.





Todos estos antecedentes muestran que nuestro país se ha comprometido desde su gestación con estas enmiendas, particularmente con las que recoge la resolución 290 (VII).





4.- Las resoluciones 267 (E-V), 268 (XII) y 290 (VII), producirán el efecto modificatorio del Tratado de Tlatelolco respecto de los Estados que conforme a sus artículos 28 y 29, procedan a ratificarlas mediante el depósito del instrumento respectivo.





La ratificación de los tratados internacionales requiere en nuestro ordenamiento jurídico de su aprobación previa por el Congreso Nacional, según lo ordenado por los artículos 82, N° 17, y 50, N° 1, de la Constitución Política.





E1 proyecto de acuerdo en informe persigue, precisamente, cumplir con dicho trámite constitucional. El Ministerio de Relaciones Exteriores nos ha informado que concluidos los trámites legislativos que se llevan a cabo en el Congreso de cada uno de los tres países que han propuesto las modificaciones que contempla la resolución 290 (VII), se hará de consuno una solicitud al OPANAL para que durante el mes de noviembre próximo se hagan los arreglos necesarios para la inserción de Argentina, Brasil y Chile en OPANAL. Entonces, nuestro país podrá asumir el compromiso de organizar la IV Reunión








II.- RESEÑA DE LAS RESOLUCIONES QUE ENMIENDAN AL TRATADO DE TLATELOLCO.





Copia de estos instrumentos acompañan al final de este informe.





A. La resolución N° 267 (E-V), que adiciona la denominación legal del Tratado.





Esta resolución, adoptada por la Conferencia General de OPANAL, el 3 de julio de 1990, agrega a la denominación legal del "Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina", los términos "y el Caribe", y, en consecuencia, hace esta modificación en la denominación legal del Organismo establecido en el N°1 del artículo 7 del Tratado.





Con estas adiciones el Tratado pasa a denominarse "Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe" y el organismo creado para asegurar su cumplimiento se denominará "organismo para la Proscripción de las Armas Nucleares en América Latina y el Caribe".





El propósito de esta enmienda es recoger la aspiración de la Conferencia General de que todos los Estados latinoamericanos y del Caribe sean Partes del Tratado y se incorporen como Miembros del pleno derecho al OPANAL, lo que contribuirá a reflejar su creciente pluralidad.





Al 1 de abril de 1993, estas enmiendas habían sido firmadas por 20 Estados, entre ellos, por Argentina, Brasil y Chile, y ratificadas por cuatro: E1 Salvador, Grenada, Jamaica y México.





B. La resolución 268 (XII) que enmienda el Tratado para permitir la incorporación de otros Estados.





La Conferencia General, el 10 de mayo de 1991, aprobó esta resolución mediante la que resolvió sustituir el párrafo 2 del artículo 25 del tratado, con la finalidad, según el mensaje, de universalizar el Sistema de Tlatelolco mediante la incorporación de Belice y Guyana al Tratado.





Como lo señalamos anteriormente, Bélice ya ha suscrito el Tratado y se encuentra en vías de ratificarlo.





En virtud del nuevo párrafo 2 del artículo 25 del Tratado, aprobado en esta resolución 268 (XII),la condición de Estado Parte del Tratado de Tlatelolco estará restringida a los Estados Independientes comprendidos en la zona de aplicación del Tratado que al 10 de diciembre de 1985 eran miembros de las Naciones Unidas, y a los territorios no autónomos mencionados en el documento OEA/CER.P,AG/doc. 1935/85, del 5 de noviembre de 1985,cuando alcancen su independencia.





Son 33 Estados Independientes de América latina y del Caribe, los que al 10 de diciembre de 1985 eran miembros de la ONU, y que al tenor de la nueva norma del artículo 25, podrán incorporarse al Sistema de Tlatelolco. Ellos son Antigua y Barbuda; Argentina; Bahamas; Barbados; Belice; Bolivia; Brasil; Chile; Colombia; Costa Rica; Cuba; Domínica; Ecuador; El Salvador; Grenada; Guatemala; Guyana; Haití; Honduras; Jamaica; México; Nicaragua; Panamá; Paraguay; Perú; República Dominicana; San Cristóbal y Nevis; Santa Lucía; San Vicente y las Granadinas; Surinam; Trinidad y Tobago; Uruguay y Venezuela.





De estos Estados no han firmado el Tratado: Antigua y Barbuda, Cuba, Domínica, Guyana, San Cristóbal y Nevis y Santa Lucía. 





Los territorios no autónomos que podrían incorporarse al Tratado de Tlatelolco cuando alcancen su independencia, son: Anguila; Islas Bermudas; Islas Cayman; Islas Turcos y Caicos; Islas Vírgenes Británicas; Monserrat; Guadalupe y dependencias; Martinica; Guyana Francesa; Saint Pierre y Miquelón; Aruba; Antillas Holandesas; Groenlandia e Islas Vírgenes Norteamericanas.





Estas modificaciones han sido firmadas por diecinueve Estados, entre ellos, Argentina, Brasil y Chile; y ratificadas sólo por México.





C. La resolución 290 (VII) que enmienda el sistema de control del Tratado.





El Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, depositario del Tratado de Tlatelolco, solicitó a la Secretaría General del OPANAL que convocara a una Reunión Extraordinaria del Consejo para examinar las propuestas de enmiendas a los artículos 14,15,16,19 y 20 del Tratado, presentadas por los Gobiernos de Argentina, Brasil y Chile con el objeto primordial, según el mensaje, de modernizar la operativa del sistema de control del Tratado, sin afectar sus principios y objetivos políticos fundamentales.





En el artículo 14, se modifican, en primer término, las normas de su párrafo N° 2, con el objeto de que las Partes Contratantes estén obligadas a enviar simultáneamente al OPANAL copia de los informes que envíen al OIEA en materias objeto del Tratado, sólo cuando "sean relevantes para el trabajo del Organismo" y no como ocurre actualmente en que deben enviar copia de "cualquier informe" en relación con dichas materias y "con la aplicación de las salvaguardias".





Al respecto, el mensaje señala que "no todos los aspectos concernientes a la aplicación de las salvaguardias son de interés político para el Sistema de Tlatelolco; algunos pueden ser objeto de manejo reservado bajo los términos de los propios acuerdos de salvaguardia y en conformidad con el estatuto del OIEA. Se adecua por tanto este aspecto a una tendencia universal respaldada por la Conferencia de los Estados no Nucleares, las recomendaciones del Tratado de no Proliferación Nuclear (TNP) y la práctica del OIEA. Se resguarda, asimismo, el interés específico del OPANAL en aquellos aspectos que son efectivamente relevantes para sus trabajos.





En segundo término, en el artículo 14 se eliminan las normas de su párrafo 3, que obligaban a transmitir también a la OEA los informes que puedan interesarle en el marco del Sistema Interamericano.





En su reemplazo, se adopta una norma nueva que no permite divulgar o comunicar a terceros, total o parcialmente, la información proporcionada por las Partes Contratantes, salvo que ellas lo consientan expresamente.





De esa manera se refuerzan y precisan obligaciones ya existentes en el artículo 11, numeral 6 del Tratado de Tlatelolco y en el estatuto de la OIEA, señala el mensaje. Efectivamente, dicha norma ordena al Secretario General del OPANAL y al. personal de su dependencia no revelar ningún secreto de fabricación ni cualquier otro dato confidencial que llegue a su conocimiento en virtud del desempeño de sus funciones oficiales en el Organismo.





Las modificaciones al artículo 15 tienen por objeto disponer que los informes especiales sobre información complementaria o suplementaria relativa a vuelos o circunstancias .relacionadas con el. cumplimiento del Tratado, puedan ser solicitados a las Partes a petición de cualquiera de las Partes Contratantes y no del Secretario General del OPANAL.





Se precisa en la modificación que los hechos o circunstancias que justifiquen la petición del informe especial deben ser extraordinarios y que afecten el cumplimiento del Tratado.





Las modificaciones al artículo 16 radican exclusivamente en el OIEA la facultad de efectuar inspecciones especiales.





Actualmente, esta facultad también la tiene el Consejo del OPANAL, un órgano intergubernamental de composición restringida a cinco miembros, encargado de velar por el buen funcionamiento del sistema de control del Tratado, según lo dispuesto por su artículo 10.





El procedimiento de inspecciones que se regula en el nuevo artículo 16, permitirá al OIEA asumir el sistema de control establecido en los artículos 13 a 18 del Tratado, inclusive el control de los acuerdos de salvaguardias que las Partes Contratantes celebren con el OIEA.





Las modificaciones al artículo 19 son de forma. Su actual párrafo 1, que permite al OPANAL concertar acuerdos con el. OIEA, se mantiene como artículo 19, sin modificaciones en su texto.





Por su parte, sus actuales párrafos 2 y 3, que permiten al OPANAL entrar en relación con cualquier organización u organismo internacional, y a las Partes para solicitar el. asesoramiento de la Comisión Interamericana de Energía Nuclear, pasan a ser artículo 20, sin modificaciones en su texto.





	Esta enmienda, señala el mensaje, fue propuesta por Chile, con el objeto de realizar la cooperación entre el OPANAL, y el OIEA y facilitar así el apoyo que el OIEA le brindará al sistema de control del Tratado en su conjunto.





El. resto del articulado del Tratado, a partir de su actual artículo 20, cambió de numeración, en un número, sin modificaciones en su texto.





Las enmiendas al Tratado de Tlatelolco dispuestas por la resolución 290 (VII) han sido firmadas por 18 Estados, incluidos Argentina, Brasil y Chile. Ninguno las ha ratificado.





En Argentina, según informaciones proporcionadas por el Ministerio de Relaciones Exteriores, el Senado aprobó, por unanimidad, el proyecto de ley para la incorporación plena del vecino país al Tratado, pero estableciendo que deberá hacerse confirmando una declaración interpretativa sobre los derechos argentinos en las Islas Malvinas. E1 proyecto se encuentra actualmente en la Cámara de Diputados de la Nación Argentina.





En Brasil, el trámite legislativo de las enmiendas, según lo misma fuente, se encuentra en la Cámara de Diputados, aprobadas por la Comisión de Relaciones Exteriores. Para su despacho se ha pedido "urgencia urgentísima", de modo que en e1 Senado se cumplirán los trámites en un plazo breve.





III.- DECISIONES DE LA COMISION.





1.- En el seno de vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana hubo consenso en compartir los propósitos que animan las enmiendas que se introducen al Tratado de Tlatelolco, tanto para permitir la incorporación de los nuevos Estados independientes de, la Región, como para modernizar los sistemas de control del cumplimiento de las obligaciones del Tratado, de modo que, por unanimidad, acordó recomendar a la H. Cámara que preste su aprobación a las resoluciones 267 (E-V), 268 (XII) y 290 (VII) de la Conferencia General del OPANAL.





2.- Para tal. efecto, acordó proponer que se adopte e1 proyecto de acuerdo con modificaciones formales, que tienen por objeto, principalmente, eliminar de su artículo único las expresiones "y el Caribe", ya que ellas no pueden incorporarse, jurídicamente, a las respectivas denominaciones mientras no se apruebe la resolución 267 (E-V), lo que, precisamente, se decide en este proyecto de acuerdo.





Con tales modificaciones, el texto del artículo único que propone l.a Comisión es el siguiente:





"Artículo único.- Apruébanse las enmiendas al "Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina", adoptadas por la Conferencia General del Organismo para la proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina, mediante las resoluciones 267 (E-V), de 3 de julio de 1990; 268 (XII), de 10 de mayo de 1991, y 290 (VII), de 26 de agosto de 1992.”.





3 . - Para los efectos de los N°s 2 y 4 del artículo 286 del Reglamento de la H. Corporación, se deja constancia que en las enmiendas que se introducen al Tratado de Tlatelolco no hay normas que incidan en materias de leyes orgánicas constitucionales, de quórum calificado o que deban ser informadas por la Comisión de Hacienda.





4 . -  Se designó, por unanimidad, Diputado Informante al H. Diputado don JORGE PIZARRO SOTO.





Acordado en sesiones de los días 12 de mayo, 31 de agosto, y 7 de septiembre de 1933, con la asistencia de los señores Diputados Pizarro Soto, don Jorge (Presidente de la Comisión); Caminondo Sáez, don Carlos; Dupré Silva, don Carlos; Guzmán Alvarez, don Pedro: Le Blanc Valenzuela, don Luis; Maluenda Campos, doña María; Morales Adriasola, don Jorge; Pizarro Mackay, don Sergio; Ribera Neumann, don Teodoro, y Rocha Manrique, don Jaime.





SALA DE LA COMISION,  a 7 septiembre de 1993.

















FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA


Secretario de la Comisión


























